El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Aclaración de Voto  - 24 de abril de 2017
Proceso:                
Acción de Tutela 

Radicación Nro. :
  
66001-22-13-000-2017-00301-00
Accionante:

JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionados:     
JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE APÍA Y OTROS
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN POR OTRAS RAZONES. “Entiendo que, aunque la finalidad pudiera haber sido la misma, esto es, el pago de las costas, en el primer caso tramitado lo que buscaba era que se iniciara un incidente de desacato por el incumplimiento del fallo, que, según él, el juzgado no había comenzado. En esta oportunidad, pide, simplemente, que se conmine al obligado al pago del valor de las costas, por cuanto no se han podido embargar sus cuentas, que indique cuáles de estas son embargables, y que unos bancos certifiquen las que tienen la calidad de embargables. Hechos y pretensiones que, por ser diferentes, a mi juicio, impedían declarar que en este específico evento se declarara la improcedencia por la ocurrencia de una cosa juzgada constitucional. Más bien, ha debido procederse de esa misma forma, pero porque el demandante no demostró que le hubiese hecho requerimientos similares al funcionario antes de acudir a la acción, o a los bancos, para que le suministraran la información que requiere. En ello, creo, consistía el incumplimiento del requisito de la subsidiariedad.”. 

ACLARACIÓN DE VOTO

Naturaleza: 

Acción de tutela

Expediente:

66001-22-13-000-2017-00301-00
Accionante:

Javier Elías Arias Idárraga 
Demandados:
Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía y otros
Magistrado:

Edder Yimmy Sánchez Calambás
Aunque comparto la decisión de declarar improcedente el amparo constitucional, mi desacuerdo con la mayoría, respetuoso, por cierto, radica en los fundamentos para llegar a esa conclusión, porque estimo que en este caso no ha debido derivar de una cosa juzgada constitucional, en tanto que es inviable sostener la identidad de causa y de objeto, por lo que brevemente explico: 

En esta acción de tutela, la queja del demandante radica en que dentro del proceso ejecutivo que inició a continuación de su acción popular 2015-00073,  el representante legal de Cafesalud, con sede en Apía, se niega a pagar las costas a que fue condenada la entidad, y no ha sido posible el embargo de sus cuentas.  Y lo que se pide es que se le ordene, como consecuencia de ello, que proceda a ese pago y que certifique qué cuentas se le pueden embargar; además, que se les solicite a unas entidades bancarias que indique las cuentas de la EPS que se pueden afectar con la medida cautelar. 

En la anterior acción de tutela, radicada al número 2016-01140-00, el recuento fáctico consistió en que solicitó que en aquella acción popular, que se iniciara un incidente de desacato contra el gerente de la EPS, por abstenerse de pagar las costas; y lo que pidió es que se le ordenara al juzgado dar trámite a dicho incidente y conminar al demandado al pago de las costas, ya que en el proceso ejecutivo había sido infructuoso el embargo.  

Entiendo que, aunque la finalidad pudiera haber sido la misma, esto es, el pago de las costas, en el primer caso tramitado lo que buscaba era que se iniciara un incidente de desacato por el incumplimiento del fallo, que, según él, el juzgado no había comenzado. En esta oportunidad, pide, simplemente, que se conmine al obligado al pago del valor de las costas, por cuanto no se han podido embargar sus cuentas, que indique cuáles de estas son embargables, y que unos bancos certifiquen las que tienen la calidad de embargables. 

Hechos y pretensiones que, por ser diferentes, a mi juicio, impedían declarar que en este específico evento se declarara la improcedencia por la ocurrencia de una cosa juzgada constitucional. Más bien, ha debido procederse de esa misma forma, pero porque el demandante no demostró que le hubiese hecho requerimientos similares al funcionario antes de acudir a la acción, o a los bancos, para que le suministraran la información que requiere. En ello, creo, consistía el incumplimiento del requisito de la subsidiariedad. 
Así dejo plasmada mi aclaración. 

Pereira, abril 24 de 2017
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

